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ArBitrAJE coMErciAL. EL triBuNAL 
ArBitrAL No Es AutoridAd 
PArA EFEctos dEL AMPAro 

“El mejor juez es el designado por las partes en litigio” 

Neófito López Ramos* 

Sumario: I. Una causa por la que se justifica la existencia del Estado y autoridades 
que gobiernan y administran justicia es la necesidad de resolver las controversias. 
II. El juicio de amparo como control de la regularidad constitucional y como recurso 
extraordinario ágil, sencillo y concentrado, que cumple con el derecho de acceso a la 
justicia. III. El árbitro no es autoridad para efecto del juicio de amparo.����

I. UNA CAUSA POR LA QUE SE JUSTIFICA LA EXISTENCIA DEL
ESTADO Y AUTORIDADES QUE GOBIERNAN Y ADMINISTRAN

JUSTICIA ES LA NECESIDAD DE RESOLVER 
LAS CONTROVERSIAS 

En un Estado de derecho las controversias entre las personas deben
solucionarse de manera pacífica, pronta, completa e imparcial, median-
te una sentencia o laudo que decida la controversia y se pueda ejecutar
fácilmente, sin obstáculos ni demoras injustificadas. 

* Magistrado del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
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Se debe generar seguridad en el patrimonio y la confianza en el orden
jurídico e institucional con sentencias o laudos que puedan ejecutarse
sin demora injustificada, en respeto al derecho de acceso a la justicia
para ambas partes. 

“Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer 
violencia para reclamar su derecho”.1 Este principio constitucional es 
la base para la existencia del derecho de acceso a la administración de 
justicia y la correlativa obligación del Estado para crear tribunales que 
estarán expeditos para administrar justicia, y las resoluciones deben 
emitirse de manera pronta, completa e imparcial. 

La justicia que imparte el Estado es gratuita, lo que implica que los 
jueces son remunerados con el presupuesto público, por lo que están 
prohibidas las costas judiciales, entendidas como pago a los jueces por 
las partes del juicio. 

El mismo artículo 17 constitucional, que regula el derecho de acceso 
a la justicia, contiene una excepción a la que imparten los jueces del 
Estado, porque encarga a las leyes ordinarias prever mecanismos alter-
nativos de solución de controversias, lo que lleva a compartir la tesis de 
Francisco González de Cossío de que se configura un derecho humano����
a la justicia arbitral: que el mejor juez sea el designado por las partes. 

Previamente a la reforma constitucional de 2008, que da sustento al 
arbitraje, han existido disposiciones en el Código de Procedimientos 
Civiles del Distrito Federal que regulaban el arbitraje; el Código de Co-
mercio, a partir del 22 de julio de 1993, reguló el título cuarto intitulado 
“Del arbitraje comercial”.2 

1 Artículo 17, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

2 Arbitraje comercial. Aspectos relevantes y principios que rigen el Título Cuarto 
del Libro Quinto del Código de Comercio. El arbitraje comercial regulado en el Código 
de Comercio, en su parte final, fue reformado e introducido con sus características actuales 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación�el 22 de julio de 1993, y según 
se asentó en la iniciativa presidencial que representa su exposición de motivos, prácticamente 
adopta, casi en su integridad, la Ley Modelo de Arbitraje de la Comisión de las Naciones 
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Actualmente, la mediación, la conciliación y el arbitraje tienen re-
ciente apoyo constitucional expreso; sin embargo, la tradición jurídica 
mexicana reconoce como inherente a la autonomía de la voluntad y a 
la libertad contractual el derecho a la conciliación y a convenir para 
llegar a una transacción3 que ponga fin a una controversia presente o����
prevenir una futura, dentro o fuera de juicio; lo que implica también la 
facultad de someter a un tercero la solución de la controversia y que la 
determinación que este tercero dicte los vincule obligatoriamente; de 
manera tal que aceptan cumplir en sus términos lo que se decida sobre 
la materia del conflicto de intereses.4 

Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (conocida por sus siglas CNUDMI y como 
UNCITRAL por sus siglas en inglés), instrumento creado para regular cualquier arbitraje 
comercial, sea nacional o internacional, público o privado. En materia civil, el arbitraje 
–y principalmente el privado– se regula en cada legislación estatal, dado que el ámbito 
competencial de las legislaciones procesales que las contienen es de carácter local, lo que trae 
como resultado que en el derecho civil de aplicación ordinaria el estatuto del arbitraje sea 
distinto en cada estado; pero para evitar esa problemática de dispersión, en materia mercantil 
o comercial –que es de competencia legislativa federal, conforme a la fracción X del artículo 73 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos– se estableció un estatuto único 
en el Código de Comercio respondiendo con ello a la unicidad que caracteriza a la materia 
federal y que se exige por el ámbito de aplicación espacial de las leyes mercantiles, las cuales 
rigen en todo el territorio nacional. Los más importantes principios generales de este apartado 
normativo son la prevalencia de la voluntad de las partes sobre la norma y el de intervención 
judicial excepcional, que consisten en concebirlo como una regulación supletoria a falta de 
pacto en contrario, pues en materia de procedimientos arbitrales nacionales o internacionales, 
públicos o privados, el acuerdo entre las partes prevalecerá sobre la regulación establecida 
en la ley (artículos 1415, 1416, fracción III, 1417, fracción II, y 1418 de dicho Código). Sin 
embargo, cuando durante el procedimiento arbitral, por acuerdo o por disposición legal, sea 
necesaria la intervención de la autoridad judicial estatal, federal o local, según el caso, su 
intervención se regirá por las reglas establecidas en la ley (artículos 1418, fracción II, y 1422 del 
propio ordenamiento); asimismo, la normatividad relativa también cobrará aplicación cuando 
las partes en disenso acuerden que dicha norma sea utilizada por un tribunal arbitral, sea 
éste cualquier persona (física o moral, árbitro o árbitros) o institución, sea permanente o no 
(artículos 1416, fracciones II y V, 1417, fracción I, y 1426 del aludido Código), o incluso pública 
o privada. Amparo en revisión 131/2009. Talent Agency Unlimited, S.A. de C.V. 27 de mayo de 
2009. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Emmanuel 
G. Rosales Guerrero. Época: Novena Época, Registro: 166510, Instancia: Primera Sala, Tipo de 
Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, septiembre de 
2009, Materia(s): Civil, Tesis: 1a. CLXX/2009, Página: 427 

3 “Artículo 2,944. La transacción es un contrato por el cual las partes haciéndose recíprocas 
concesiones, terminan una controversia presente o previenen una futura”.

4 Arbitraje. La autonomía de la voluntad es fuente de las facultades y límites del árbitro����
(interpretación de los artículos II.1�de la Convención Sobre el Reconocimiento y Ejecución de����
las Sentencias Arbitrales Extranjeras y 1�de la Convención Interamericana Sobre Arbitraje����
Comercial Internacional). El artículo II.1 de la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución 
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El árbitro es el tercero que designado por la voluntad libre y espon-
tánea de las partes, recibe el poder y la competencia formal y material 
para decidir la controversia; la fuente necesaria, única e insubstituible 
de la competencia y jurisdicción del tribunal arbitral, es la voluntad ex-
presa de las partes plasmada antes o después de la controversia, litigio 
o� 5conflicto de intereses, que se denomina acuerdo de arbitraje.

de las Sentencias Arbitrales Extranjeras, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintidós 
de junio de mil novecientos setenta y uno, reconoce el carácter originario del arbitraje desde la 
sede contractual, al disponer que cada uno de los Estados contratantes reconocerá el acuerdo por 
escrito conforme al cual las partes se obliguen a someter a arbitraje todas las diferencias o ciertas 
diferencias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas respecto a una determinada relación 
jurídica, contractual o no contractual, concerniente a un asunto que pueda ser resuelto por arbitraje; 
a su vez, el artículo 1 de la Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación, el veintisiete de abril de mil novecientos setenta y 
ocho, prescribe que es válido el acuerdo de las partes en virtud del cual se obligan a someter a 
decisión arbitral las diferencias que pudiesen surgir o que hayan surgido entre ellas con relación 
a un negocio de carácter mercantil; conforme a esos textos legales, se reconoce validez y eficacia����
al acuerdo de las partes para someter a arbitraje alguna cuestión que surja o haya surgido con 
motivo de una relación jurídica contractual o no contractual; lo anterior revela que sí se otorga a 
la voluntad de las partes plena eficacia vinculatoria entre ellas por lo que la fuente original de la����
eficacia normativa de un arbitraje descansa en su reconocimiento por la ley, que regula los efectos����
del acuerdo de las partes y precisa sus límites para obrar sobre la esfera jurídica de las personas. 
Pero ese acuerdo de voluntades que da lugar al arbitraje tiene un límite formal y material porque el 
árbitro no puede llevar a cabo actos de privación o ejecución material sobre las personas o las cosas 
y la ejecución queda reservada al Juez estatal. El laudo queda sujeto a un proceso de revisión por 
los órganos jurisdiccionales del Estado, cuando no es acatado voluntariamente o es impugnado por 
alguna de las partes, lo que da origen a las cuestiones concernientes a la nulidad o reconocimiento 
o ejecución del laudo. El tribunal arbitral realiza una actividad materialmente jurisdiccional por 
disposición de la voluntad de las personas involucradas, pero requiere el auxilio y colaboración del 
Juez estatal para ejecutar medidas precautorias que aseguren el éxito del procedimiento arbitral, la 
ejecución del laudo o para obtener la nulidad del laudo que se pronuncie. Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y 
otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José
Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época, Registro: 162220, Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, 
mayo de 2011, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.935 C, Página: 1019. 

5 Materia de arbitraje. Es fijada�por libre voluntad de las partes cuando no es 
contraria a la ley. Se les reconoce a los particulares la libertad de contratar como facultad 
que tienen para decidir si se vinculan o no con otras personas en una relación jurídica y la 
libertad contractual, con arreglo a la cual pueden trazar el alcance y contenido del negocio 
jurídico que se crea, de modo que se regula no sólo el nacimiento de la relación jurídica sino 
los efectos de la misma. El artículo 1416, fracción II, del Código de Comercio es el que establece 
de modo expreso qué materias son susceptibles de arbitraje y a la vez reconoce el derecho 
subjetivo de los particulares de actualizar o dar existencia al supuesto de hecho que refiere 
esa norma, porque sólo la autonomía de la voluntad puede dar lugar a la cláusula arbitral o 
al convenio, pero que puede ser configurada libremente en sus efectos por aquéllos limitada 
únicamente por el propio ordenamiento jurídico. Esto último también tiene una consecuencia 
jurídica práctica fundamental porque atendiendo a la naturaleza de la cláusula arbitral o 
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La voluntad es al mismo tiempo la medida y límite de la materia 
que puede decidir el árbitro; su competencia y jurisdicción no pueden 
desbordar, so pena de nulidad del laudo, lo que las partes han querido 
someter a la decisión arbitral.6 

convenio independiente, ésta conserva su eficacia aunque uno de los sujetos que intervino 
en ella ya no la quiera o acepte, pues una vez que ha nacido adquiere una existencia propia y 
separada de los sujetos y de su voluntad conforme a lo cual sus efectos no son atribuidos a los 
sujetos mismos sino a la voluntad que aquéllos plasmaron en esa cláusula arbitral o convenio 
independiente. Es decir, el bien jurídico que se tutela atañe a que el arbitraje sólo puede versar 
sobre materias disponibles con arreglo a derecho y que en el caso de que se trate tengan, 
por regla general, una connotación mercantil derivada del ordenamiento en que se regula 
la cuestión del arbitraje, según se advierte de la norma citada y los convenios que el Estado 
Mexicano ha suscrito sobre ese tema, pero colmando siempre la licitud del objeto del convenio 
arbitral; que los árbitros tengan competencia objetiva y que no excedan esos límites así como 
que el laudo verse sobre una materia arbitrable. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito. Amparo en revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de 
octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis 
Evaristo Villegas. Época: Novena Época, Registro: 162088, Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXXIII, mayo de 2011, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.947 C, Página: 1216. 

6 Materia de arbitraje. Límites intrínsecos y extrínsecos a la autonomía privada para����
establecerla. La autonomía privada de los particulares y su relación con las materias de libre 
disposición susceptibles de arbitraje se encuentra supeditada a ciertos límites intrínsecos y 
extrínsecos. Los intrínsecos se refieren al reconocimiento de que la autonomía privada en la����
medida del interés que pretende ejercerse o realizarse a través de las normas que los particulares 
fijan para obtener un objetivo concreto se limita para hacerla compatible con las demás. Los����
límites extrínsecos provienen del exterior, actúan fuera de la voluntad del individuo y se 
plasman, por regla general, en una norma jurídica, como las que se refieren a la moralidad,����
como las buenas costumbres y el orden público, por ejemplo, y las atinentes a la legalidad, 
como son las normas imperativas y prohibitivas. Además, debe destacarse que el legislador de 
modo ordinario establece las normas con arreglo a las cuales los individuos crean y disciplinan 
las relaciones y situaciones jurídicas que les interesan, a fin de garantizar certeza jurídica����
y paz social. Estas normas pueden tener el carácter de derogables o supletorias o bien, son 
inderogables. Las normas derogables o supletorias sirven y auxilian a los particulares para que 
un determinado negocio sea efectivo y estén conscientes de que una vez realizados los supuestos 
que las mismas prevén sus consecuencias se apliquen, como lo prevé el mismo ordenamiento. 
Las normas inderogables se refieren a aquellas que tienen la naturaleza de imperativas y las����
prohibitivas, que se establecen por el legislador para tutelar intereses públicos y son un límite 
a la autonomía privada y, cuando se inobservan, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 8o. 
del Código Civil Federal, de aplicación supletoria al Código de Comercio, son nulas, salvo 
cuando la ley ordene lo contrario. De esa manera el objeto de la controversia no es susceptible de 
arbitraje cuando así lo dispone la ley o se trata de cuestiones reguladas por normas imperativas 
o prohibitivas, porque constituye un límite al ejercicio de la autonomía privada. Entonces, no 
debe desconocerse que el laudo como expresión de la potestad de disposición de las partes sobre 
un derecho y la forma en que cualquier controversia relacionada con el mismo se resuelve por 
voluntad de aquéllas, es la expresión de la intangibilidad de los derechos privados pero sujeta al 
respeto del orden público del Estado Mexicano, como lo previene el artículo 1457, fracción II, del 
Código de Comercio. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo 
en revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad
de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena����
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La cláusula o compromiso arbitral es la piedra angular del proce-
dimiento arbitral que debe satisfacer, necesariamente, el cabal respeto 
Época, Registro: 162087, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, mayo de 2011, Materia(s): 
Civil, Tesis: I.3o.C.950 C, Página: 1217. 

Acuerdo arbitral. Tiene su origen en una relación jurídica contractual o 
extracontractual (interpretación�de la fracción I del artículo 1416�del Código de 
Comercio). La fracción I del artículo 1416 del Código de Comercio dispone que el acuerdo de 
arbitraje es aquel por el que las partes deciden someter a arbitraje todas o ciertas controversias 
de una determinada relación jurídica, contractual o no contractual, la cual podrá adoptar la 
forma de una cláusula compromisoria o la forma de contrato independiente. Esta disposición 
legal confirma que el arbitraje tiene su origen en el acuerdo de las partes que, por un lado, 
determina qué cuestiones deben resolverse mediante esa institución y, por otro, la previsión 
de un procedimiento, como el medio necesario para decidir la controversia. En todo arbitraje 
subyace el hecho de que existe una controversia originada por una relación jurídica, que 
puede ser contractual o extracontractual. La idea de litigio, diferencia o controversia surge 
en referencia a un objeto o relación o situación existente entre dos partes diversas, respecto 
del cual se hallan unidas o bien un hecho extracontractual que trasciende a la esfera jurídica 
de una de las partes. Se trata de un vínculo jurídico contractual o extracontractual que motiva 
una controversia arbitrable, la cual puede ser determinada o determinable, como lo refiere 
el artículo 1416, fracción I, in fine, del Código de Comercio. El acuerdo arbitral incluye dos 
modalidades: la cláusula arbitral y el compromiso independiente. Por esa virtud, el acuerdo 
de arbitraje es la base y causa de la institución, porque obliga a las partes a someterse al 
arbitraje y excluye la intervención del Juez estatal para resolver esa determinada controversia. 
Ante su existencia, las partes y los tribunales del Estado, deben sujetarse a su cumplimiento. 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 195/2010. 
Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: 
Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época, Registro: 
162237, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, mayo de 2011, Materia(s): Civil, Tesis: 
I.3o.C.936 C, Página: 1008. 

Acta de misión. Fija la litis y las reglas del procedimiento arbitral. En la etapa inicial 
del procedimiento arbitral al tenor de lo planteado por la parte actora y demandada, se define la����
materia de la controversia. En ciertos casos, conforme a lo pactado por las partes, por establecerlo 
en la cláusula arbitral o sujetarse a reglas de arbitraje institucional, dicha controversia puede 
quedar definida a través del acta de misión que consiste en un documento del tribunal arbitral����
que determina el marco general sobre el que se desarrollará el procedimiento acorde con la 
materia controvertida. Constituye una apreciación inicial sobre las pretensiones planteadas 
y sobre la materia de la contienda, que permite identificar a las partes, su existencia, calidad����
y representación, y domicilio; contiene, además, una exposición sucinta de las pretensiones 
citadas; la lista de los puntos litigiosos a resolver; el nombre completo, domicilio y calidad de los 
árbitros; el lugar o sede del arbitraje; la indicación de las reglas aplicables al procedimiento y las 
precisiones que las partes o el tribunal consideran relevantes a fin de resolver adecuadamente la����
controversia planteada, como resultaría de la modificación del acuerdo arbitral, determinación����
de reglas especiales de procedimiento o confirmar la competencia de los árbitros o la intención de����
cuestionar esa competencia; y dada su trascendencia para el procedimiento arbitral, es firmada����
por las partes y, en ciertos casos, por la institución arbitral. Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 
de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis
Evaristo Villegas. Época: Novena Época, Registro: 162239, Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXXIII, Mayo de 2011, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.940 C, Página: 1007. 
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para las partes del derecho a ser oída antes de un acto de privación de 
su patrimonio, y que implica cumplir con las formalidades esenciales 
de un juicio o debido proceso.7 

Estas formalidades en materia civil, y que desde luego comprende la
mercantil y arbitral, suponen los siguientes requisitos: 

a)�La existencia del árbitro o tribunal arbitral debidamente constitui-
do acorde a la voluntad de las partes y, en su caso, con la intervención 
del juez a través de jurisdicción voluntaria.8 

7 Nulidad parcial del laudo arbitral. La parte apelada tiene legitimación para 
impugnar la sentencia que desestima otros supuestos invocados por la enjuiciante. El 
artículo 1457, fracción I, inciso c), del Código de Comercio establece la nulidad del laudo 
arbitral cuando el procedimiento arbitral no se ajustó al acuerdo celebrado entre las partes. En 
ese caso, la nulidad del laudo no necesariamente afectará integralmente éste cuando se plantee 
que resolvió una controversia no prevista en el acuerdo de arbitraje o contenga decisiones que 
excedan sus términos. Cuando la parte resolutiva del laudo comprenda diversas cuestiones 
sometidas al arbitraje y algunas puedan separarse, la nulidad sólo se reflejará en aquella parte 
que no sea conforme a dicho acuerdo y sólo esta última parte se anulará. Entonces, sobre 
este principio resulta factible que para dictar una sentencia que declara la nulidad de un 
laudo por una de las causas invocadas en la norma citada, se permita dividir las cuestiones 
que deben anularse, de las no afectadas de nulidad para que se conserven y sólo se anulen 
aquéllas. Esta regla es relevante porque si bien es cierto que en la práctica jurisdiccional 
puede pretenderse la nulidad de un laudo arbitral comercial sustentado en diversas hipótesis, 
debe destacarse que si el Juez del Estado desestima algunas de las causas de nulidad hechas 
valer y acoge la pretensión por una de ellas, la parte interesada, con independencia de que el 
fallo reclamado decrete la nulidad del laudo en un punto resolutivo, tiene la posibilidad de 
impugnar aquellas consideraciones que rechazaron otras causas de nulidad planteadas, que 
de ser acogidas le reportarían un mejor resultado en atención a que, de estimarse procedentes, 
afectarían la totalidad del acuerdo, el procedimiento y el laudo, y no sólo una parte del 
mismo. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 
195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época, 
Registro: 162066, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, mayo de 2011, Materia(s): Civil, 
Tesis: I.3o.C.956 C, Página: 1233. 

8 Arbitraje. Es una institución convencional para resolver litigios mediante un����
laudo. El arbitraje es una institución que nace del pacto expreso de dos o más partes para 
resolver las controversias que surjan o hayan surgido, mediante un procedimiento legal o 
específico que debe respetar las formalidades esenciales del procedimiento, atribuyendo����
a un tercero la facultad de resolver el litigio existente mediante un laudo, que tendrá 
fuerza vinculatoria para ambas partes, como si hubiera resuelto un Juez del Estado; por 
la voluntad de las partes el tercero se convierte en Juez de esa controversia específica,����
cuya facultad queda limitada a resolver sobre lo que se le encomienda y que no está 
reservado al Juez estatal. El árbitro realiza una actividad materialmente jurisdiccional, 
pero carece de imperium para ejecutar, por lo que debe ser auxiliado por el órgano 
estatal. El arbitraje es de naturaleza convencional, porque se finca en la autonomía de la����
voluntad, con sustento en la libertad contractual de las partes, solamente que su objeto 
específico es otorgar facultades a un tercero para resolver una controversia que puede����
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b)�Que exista una admisión de la demanda debidamente comunicada����
o notificada a la demandada, que haya sido entregada personalmente����
al destinatario, en su establecimiento, residencia habitual o domicilio 
postal; y podrá ser en su domicilio convencional; lo que importa es que 
esté garantizado su cabal conocimiento de ese juicio instaurado en el 
tribunal arbitral y la materia de la demanda. 

c) El respeto al derecho a contestar y oponer excepciones y defensas 
dentro de un plazo determinado. 

d) El derecho a probar, por lo que debe haber un periodo probatorio
y el derecho a alegar. 

e) Las partes pueden renunciar a los recursos ordinarios. 
f) El derecho a un laudo que resuelva la controversia materia del pac-

to arbitral acorde al derecho sustantivo elegido por las partes o el de-
recho aplicable que estime el árbitro en función de las características y
conexiones del caso. 

En ese escenario, el laudo definitivo es el acto jurídico creado por el����
tribunal arbitral en una fecha y lugar determinado que decide el litigio 
materia del acuerdo de arbitraje de conformidad con las normas de de-
recho sustantivas elegidas por las partes, o el derecho aplicable determi-
nado por el tribunal arbitral por las características y conexiones del caso. 

El laudo arbitral debe estar motivado, a menos que las partes expre-
samente hayan autorizado que el tribunal arbitral decidiera como ami-

ser sustraída del ámbito jurisdiccional estatal; de modo que por su propia finalidad el����
pacto arbitral necesariamente contiene o remite a un procedimiento. El laudo que se 
dicta es materialmente un acto jurisdiccional, que resulta vinculatorio para las partes 
contendientes, puesto que se sometieron a la decisión de un tercero en ejercicio de la 
autonomía de su voluntad, que ha sido libre in causa, lo que le confiere fuerza de obligar.����
El artículo 1416, fracción II, del Código de Comercio define al arbitraje como cualquier����
procedimiento arbitral de carácter comercial, con independencia de que sea o no una 
institución arbitral permanente ante la que se lleve a cabo. Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de 
C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos.
Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época, Registro: 162221, Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la����
Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Mayo de 2011, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.934 C, 
Página: 1018. 
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gable componedor o en conciencia, o bien porque el laudo haga constar 
la transacción que resuelva el litigio; y contendrá también la decisión 
sobre las costas del arbitraje.9 

9 Arbitraje comercial. Acuerdo o compromiso arbitral y características del laudo 
pronunciado por�el Tribunal Arbitral cuando se encuentra expresamente facultado 
para decidir como “amigable componedor” y/o “en conciencia” (interpretación de los 
artículos 1416, fracción I, 1423, 1435, 1436, 1437, 1445�y 1448�del Código de Comercio). El compromiso 
arbitral o acuerdo de arbitraje (como se denomina en la regulación referida) consta en un 
acuerdo de voluntades previo al surgimiento del conflicto como “cláusula compromisoria”, o 
puede revestir la forma de pacto independiente y acordarse coetáneamente al surgimiento del 
conflicto que puede ser objeto del arbitraje (artículos 1416, fracción I, 1423, 1435, 1436 y 1437). 
Así, el tribunal arbitral o el árbitro único, según sea el caso, decidirá el litigio conforme con las 
normas elegidas por las partes; salvo acuerdo en contrario, se entenderá que toda indicación 
del derecho u ordenamiento jurídico de un país determinado se refiere al derecho sustantivo, 
y si las partes no acuerdan la norma que debe regir el fondo, el tribunal arbitral, tomando en 
cuenta las características y conexiones del caso, determinará el derecho aplicable. Asimismo, 
el árbitro o tribunal arbitral podrá decidir la contienda como “amigable componedor” y/o “en 
conciencia”, pero sólo si las partes lo han autorizado expresamente para ello (artículo 1445, 
párrafo tercero), en el entendido de que resolver en “amigable composición” y/o “en conciencia” 
implica un procedimiento eminentemente contractual donde la solución a la controversia se 
presenta mediante una decisión más equitativa y justa que jurídica, o estrictamente apegada 
al derecho aplicable y que está fundada en la propia voluntad de las partes en disenso, lo 
que se presenta por una transmisión de la voluntad. Por ello jurídicamente resulta válido 
afirmar que esta forma de solución de conflictos concluye con un acuerdo o convención que 
tiene los efectos de la transacción y por tales motivos no tiene que estar fundado ni motivado, 
razones por las cuales se le considera un mecanismo convencional de autocomposición a pesar 
de la intervención de terceros, pues la intervención del tribunal arbitral (único o por varios 
árbitros) materialmente significa una decisión propia y autoimpuesta por las partes, adoptada 
por su representante con facultades suficientes para comprometerlas contractualmente y 
donde su decisión les afecta como si fueran tomadas por propia voluntad y autosometimiento 
a la decisión de avenencia emitida, siendo precisamente esta característica, por otra parte, 
lo que implica “fallar en conciencia”, es decir, la valoración de las pruebas, así como la 
argumentación, motivos y fundamentos de la sentencia no requieren constar por escrito sino 
que pueden ser obviadas y pasar de inmediato a la decisión, es decir, se pueden resolver 
de plano y sin ninguna explicación detallada (las cavilaciones y razonamientos quedan en 
la conciencia del árbitro y no pasan al documento del laudo) toda vez que se trata de una 
actividad cumplida por particulares en ejercicio de sus voluntades; de ahí que no caben las 
exigencias aplicables a los actos públicos de autoridad, que indefectiblemente deben estar 
fundados y motivados en congruencia con los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. En todos los casos, el tribunal arbitral debe decidir con base 
en las estipulaciones del convenio y tener en cuenta los usos mercantiles aplicables al caso 
(artículo 1445, último párrafo); y si no existe pacto en contrario, por regla general el laudo 
deberá dictarse por escrito, motivado y firmado por el o los árbitros, aunque tratándose de 
tribunales arbitrales con una composición compleja bastará la firma de la mayoría, siempre 
que se deje constancia de las firmas faltantes; constará la fecha y el lugar del arbitraje y el fallo 
se notificará a cada una de las partes mediante entrega de una copia firmada por los árbitros 
(artículo 1448). Amparo en revisión 131/2009. Talent Agency Unlimited, S.A. de C.V. 27 de 
mayo de 2009. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: 
Emmanuel G. Rosales Guerrero. Época: Novena Época, Registro: 166511, Instancia: Primera 
Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, 
Septiembre de 2009, Materia(s): Civil, Constitucional, Tesis: 1a. CLXXI/2009, Página: 426. 
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Formal y materialmente el laudo definitivo es un acto jurídico ema-
nado de la voluntad del tribunal arbitral, que vincula a las partes a 
dar cumplimiento forzoso porque el poder de decisión y la competen-
cia para resolver la controversia tiene su fuente en la autonomía de la 
voluntad y la libertad de contratación; que es inherente a la persona 
capaz y se presume que se trata de materia disponible, porque existe 
el límite del orden público. 

En caso de resistencia a cumplir con el laudo definitivo es necesario����
que la actuación del tribunal arbitral se complemente con la interven-
ción del juez estatal que es el único que goza de la facultad de hacer 
cumplir una obligación exigible de manera coercitiva, esta intervención 
del juez estatal se regula en el Código de Comercio a través de un juicio 
especial sobre transacciones comerciales y arbitraje que se caracteriza 
por su celeridad y concentración. 

En este juicio especial se suprimen los recursos contra las resolucio-
nes intermedias y la sentencia que decide el fondo. 

En este procedimiento especial procede la acumulación de acción o 
juicios para resolver sobre la nulidad o reconocimiento y ejecución de 
laudos comerciales.10 

Incluso podría tener lugar una reconvención en la acción de ejecu-
ción de laudo o en la de nulidad o viceversa, porque se prevé la acu-
mulación de estos juicios,11 pero la reconvención no sería contraria a la 

10 “Artículo 1477. Los juicios especiales que versen sobre nulidad o reconocimiento y 
ejecución de laudos comerciales podrán acumularse. Para que proceda la acumulación, es 
necesario que no se haya celebrado la audiencia de alegatos. La acumulación se hará en favor 
del juez que haya prevenido. La acumulación no procede respecto de procesos que se ventilen 
en jurisdicciones territoriales diversas o en el extranjero, ni entre tribunales federales y los de 
los estados. La acumulación se tramitará conforme a los artículos 73 a 75 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles. La resolución que resuelva sobre la acumulación es irrecurrible”. 

11 Reconvención de reconocimiento y ejecución en el incidente de nulidad de 
laudo arbitral. Su trámite no está prohibido por el Código de Comercio y es acorde 
con la finalidad de la institución. El artículo 1417, fracción III, ubicado en el capítulo I 
denominado “Disposiciones generales”, del título cuarto, intitulado “Del arbitraje comercial”, 
del libro quinto del Código de Comercio, estipula claramente que cuando una disposición 
de dicho título se refiera a una demanda, se aplicará también a una reconvención, así como a 
la contestación a esta última, salvo los casos previstos en la fracción I del artículo 1441, esto 
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es, cuando el actor no presente su demanda con arreglo a lo previsto en el artículo 1439; y el 
inciso a) de la fracción II del artículo 1449, es decir, cuando el actor retire su demanda, a menos 
que el demandado se oponga a ello y el tribunal arbitral reconozca su legítimo interés en 
obtener una solución definitiva del litigio. De modo que en la regulación especial de la materia 
del procedimiento arbitral rige como disposición o principio general, la posibilidad de que 
proceda la reconvención y no contiene prohibición sobre la procedencia de la reconvención 
cuando después de concluido el juicio arbitral con el dictado del laudo se ejerza el derecho de 
obtener la declaración de nulidad o el reconocimiento y ejecución del mismo. Esta ausencia 
de prohibición normativa se desprende también del contenido de la exposición de motivos 
del proyecto de decreto expuesto por el Poder Ejecutivo Federal que dio lugar a la reforma 
al Código de Comercio sobre la materia, que siguió el lineamiento internacional de la Ley 
Modelo sobre Arbitraje Comercial Internacional de la Comisión de Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional, porque atentos a la ratio legis�de dicha institución, lo que 
interesa es que pueda ventilarse con rapidez y celeridad, como acontece también cuando 
se pide su reconocimiento y ejecución en el mismo incidente. Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 274/2008. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. 
4 de diciembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: 
José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época, Registro: 167398, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo XXIX, abril de 2009, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.729 C, Página: 1955. 

Laudo arbitral. Su reconocimiento, ejecución y nulidad son materia de la litis 
principal y reconvencional en un�mismo incidente. La reconvención de reconocimiento 
y ejecución en el incidente de nulidad de laudo arbitral no constituye una traba para el 
procedimiento arbitral a que se refiere el título cuarto denominado “Del arbitraje comercial”, 
del Código de Comercio, sino que se ajusta al principio de celeridad porque en un mismo 
procedimiento incidental existirá un pronunciamiento que decida sobre esa pretensión en 
breve plazo y que es el aspecto positivo de la inexistencia de la nulidad. Es cierto que el 
artículo 1460 –al igual que el diverso 1463 relativo al reconocimiento y ejecución de laudo 
arbitral– del Código de Comercio dispone que: “el procedimiento de nulidad se sustanciará 
incidentalmente” de conformidad con lo previsto en el diverso 360 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, el cual no establece expresamente la posibilidad de que pueda 
plantearse la reconvención. Sin embargo, el sentido y alcance de dichas disposiciones debe 
comprenderse dentro del régimen arbitral especial al que están destinados a servir, para crear 
certidumbre y confiabilidad en la justicia mexicana, que no obstaculice la solución y ejecución 
de lo resuelto, porque se conservan las fases de un procedimiento sumario aplicable tanto al 
reconocimiento y ejecución del laudo como a la nulidad del mismo, y que fue el escenario 
normativo que el propio legislador tomó en cuenta para garantizar la agilidad con la que debe 
culminar todo procedimiento arbitral en sus fases de ejecución de laudo o nulidad. Las causas 
por las que puede denegarse la ejecución de un laudo arbitral corresponde al aspecto positivo 
por el cual puede declararse la nulidad ya que son esencialmente similares. Lo anterior porque 
el demandado en el incidente de nulidad de laudo arbitral ejerce su derecho de acción en 
reconvención con la pretensión de reconocimiento y ejecución de laudo en observancia de 
la garantía de acceso a tutela judicial efectiva que consagra el artículo 17 de la Constitución 
Federal, sobre la base de que no existe una norma expresa que le prohíba, en el régimen de 
arbitraje, su formulación; con lo cual tampoco se contraría la finalidad de celeridad que se 
actualiza con la sustanciación en forma incidental de ambas pretensiones, en ahorro de dos 
procedimientos incidentales autónomos, porque en una sola resolución incidental se podrán 
decidir ambas pretensiones que se excluyen entre sí. Luego, procede en vía de reconvención 
el planteamiento de la pretensión contraria al origen del incidente como un derecho subjetivo 
público autónomo porque su pretensión tiene una conexión con la relación jurídica sustancial 
entablada en dicho incidente, de modo que nulidad y/o ejecución del laudo arbitral vinculan a 
las partes hasta en tanto existe el pronunciamiento judicial de su anulación o su reconocimiento 
y ejecución respectiva. La conclusión anterior, no desnaturaliza el trámite incidental que ordena 
el artículo 1460 del Código de Comercio para las cuestiones de nulidad o reconocimiento y 
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finalidad de celeridad y concentración. En�este�juicio�especial�basta�la 
presentación del laudo original autenticado o de copia certificada y del����
acuerdo de arbitraje original o copia certificada para que se dé trámite;����
y el plazo para contestar es de quince días. 

Si no se contesta la demanda y no se promueve prueba y no se esti-
man necesarias por el juez, se citará a la audiencia de alegatos dentro de 
los tres días siguientes. 

La dilación probatoria será de diez días hábiles y el último día se 
celebrará la audiencia final del juicio, en la que se citará a las partes para����
oír sentencia en aplicación supletoria al artículo 342 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles; esta sentencia podrá dictarse en la misma 
audiencia o dentro de los quince días hábiles siguientes (artículo 1077 
del Código de Comercio que regula el plazo para dictar una sentencia).12 

ejecución de laudos, porque no se trata de una decisión que retrase o le reste celeridad a la 
vía incidental, sino que permitirá decidir en un solo procedimiento incidental la nulidad del 
laudo arbitral y su reconocimiento y ejecución. Lo que implica que si la primera procede, no 
existirá necesidad de que en un incidente diverso se solicite la homologación y ejecución de 
un laudo declarado nulo; y, en el otro caso, si la nulidad alegada resulta improcedente, lo que 
resuelva el juzgador se reflejará como cosa juzgada al pronunciarse sobre la homologación y 
ejecución solicitada en un solo fallo, respecto del cual procederá el juicio de amparo indirecto. 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 274/2008. 
Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. 4 de diciembre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito 
López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época, Registro: 167459, 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, abril de 2009, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.732 C, 
Página: 1921. 

12 Procedimiento arbitral. Pueden dictarse laudos interlocutorios o definitivos 
según lo pactado por las partes en la cláusula arbitral o acta de misión o por lo previsto 
por la Ley. El texto del artículo 1432 del Código de Comercio prevé la posibilidad de que el 
tribunal arbitral dicte un laudo interlocutorio cuando se trata de un aspecto que tiene que ver 
con la posibilidad de dar fin al arbitraje en razón de definir la admisibilidad de la demanda, la 
cosa juzgada, la competencia del tribunal arbitral, con la salvedad de que el tribunal arbitral 
podrá decidir, desde luego o en el laudo que resuelva el fondo del asunto, las excepciones de 
incompetencia o de que ha excedido su mandato. Las partes pueden sujetarse a otras reglas de 
arbitraje, en las que se estipula la emisión de dos tipos de laudos, como son el interlocutorio y 
el de fondo, de lo cual resulta que si no se está en los casos en que el tribunal esté facultado por 
las partes o por las normas aplicables al procedimiento, como las reglas de arbitraje y el Código 
de Comercio, para resolver la controversia separadamente, todos los puntos controvertidos 
deben resolverse en el laudo de fondo o final. Esto es así, porque lo que se privilegia es la 
autonomía de la voluntad de las partes de sujetar todas las controversias que deriven del 
contrato supracitado al arbitraje, de modo que si éstas no señalaron alguna limitante al 
tribunal arbitral sobre cómo debe resolverse la controversia, este último, conforme a las reglas 
pactadas será resuelto por el tribunal arbitral de modo completo y definitivo, se parte de la 
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II. EL JUICIO DE AMPARO COMO CONTROL DE LA 
REGULARIDAD CONSTITUCIONAL Y COMO RECURSO 

EXTRAORDINARIO ÁGIL, SENCILLO Y CONCENTRADO, QUE
CUMPLE CON EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA 

El juicio de amparo vía directa o indirecta es una acción regulada en
la Constitución que, por un lado, permite el control de la regularidad
constitucional de todos los actos de autoridad jurisdiccional que priven
de derechos de manera definitiva o irreparable; y es a la vez un recurso
extraordinario ágil, sencillo y concentrado, que cumple con el derecho
de acceso a la justicia antes de una ejecución de acto de autoridad que
afecte el patrimonio de la persona cuando los juicios son de única ins-
tancia. 

Si la sentencia de fondo no admite recurso ordinario el único reme-
dio extraordinario en nuestro sistema jurídico es el juicio de amparo 
directo.13 

regla de que el tribunal arbitral tiene facultad para resolver libremente la cuestión planteada 
si no hay limitación o restricción a su facultad decisoria, ni sobre la manera procedimental 
para ejercerla o concluirla, por la ley o las partes, y debe destacarse que lo fundamental es la 
resolución de la controversia de modo definitivo. Es decir, a través de la cláusula arbitral e 
inclusive a través del acta de misión las partes pueden conferir poder al tribunal arbitral sin 
restricción, para resolver definitivamente la controversia y con ello se entienden concedidos 
todos los poderes para hacerlo. Además, es cierto que la práctica del arbitraje ordinaria indica 
que cuando las partes desean resolver una controversia de modo separado, de manera anterior 
o posterior al laudo definitivo, así lo pactan en la cláusula arbitral, porque se entiende que la 
potestad que se concede al árbitro para resolver la controversia surgida es integral, salvo pacto 
en contrario. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en 
revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de 
votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena 
Época, Registro: 162029, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Mayo de 2011, Materia(s): 
Civil, Tesis: I.3o.C.955 C, Página: 1261. 

13 Nulidad de laudo arbitral. Su trámite es incidental pero la resolución que decide 
el fondo constituye una sentencia definitiva que no admite recurso alguno por lo que 
procede en su contra amparo directo. El artículo 1460 del Código de Comercio remite al 
incidente previsto en el artículo 360 del Código Federal de Procedimientos Civiles para el 
trámite de la acción de nulidad de laudo arbitral, pero eso no significa que sustancialmente 
sea un incidente, toda vez que atendiendo a su objetivo primordial que es resolver respecto 
de la procedencia o improcedencia de la nulidad del laudo arbitral, es posible concluir que 
el procedimiento en cuestión, tanto material como formalmente, tienen la naturaleza de un 
juicio, entendido éste como el procedimiento que tiene por materia una acción principal, con 
la pretensión de obtener la satisfacción del interés legalmente tutelado a través de una decisión 
judicial y no es un simple incidente, porque éstos por su naturaleza son accidentes que surgen 
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El artículo 170 de la Ley de Amparo establece la procedencia del am-
paro directo ante un Tribunal Colegiado de Circuito contra sentencias 
definitivas o que pongan fin al juicio.����

La sentencia de fondo sobre ejecución o nulidad de laudo, y las inter-
medias son irrecurribles en el juicio especial de transacciones comercia-
les y arbitraje, en términos del artículo 1476 del Código de Comercio y, 
por ende, solamente procederá en su contra el amparo directo,14 sin que 
de un juicio principal, para resolver cuestiones de carácter adjetivo o accesorio, relacionadas 
directamente con un juicio principal, lo que no ocurre con el procedimiento de nulidad de 
laudo arbitral que tiene una materia propia y principal. Por tanto dada la naturaleza y fines 
del procedimiento en cuestión que son propios de un juicio, la resolución que lo decide en 
cuanto al fondo, constituye una sentencia definitiva, respecto de la cual si no procede recurso 
alguno en términos de lo dispuesto en la parte final del artículo 1460 del Código de Comercio, 
es impugnable mediante amparo directo, en términos de lo dispuesto en los artículos 44, 46 
y 158 de la Ley de Amparo. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Amparo en revisión 116/2006. Fletes Avella, S.A. de C.V. 27 de abril de 2006. Unanimidad 
de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Everardo Maya Arias. Nota: Esta tesis 
contendió en la contradicción 78/2007-PS resuelta por la Primera Sala, de la que derivó la 
tesis 1a./J. 146/2007, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,
Novena Época, Tomo XXVII, enero de 2008, página 268, con el rubro: “Laudo arbitral. 
Contra la interlocutoria que declara su nulidad procede el juicio de amparo indirecto.”. 
Época: Novena Época, Registro: 174672, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de 
Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Julio de 2006, 
Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.557 C, Página: 1247. 

14 Laudo arbitral. El artículo 1460�del Código de Comercio, al no prever un recurso 
ordinario contra la resolución dictada en el incidente de nulidad relativo, no viola la 
garantía de debido proceso legal. El arbitraje se constituye por un acuerdo de voluntades entre 
las partes para resolver un conflicto, ya que es un medio alterno de solución de controversias 
en el ámbito comercial que surge, entre otras razones, para darles mayor celeridad, en razón 
de los costos y tiempos que en ocasiones implica la sustanciación del procedimiento judicial, 
pues mientras en éste las resoluciones dictadas son recurribles, los laudos emitidos en los 
procedimientos arbitrales no son objeto de recurso alguno, circunstancia que los hace más 
rápidos y expeditos. Así, en ese contexto de celeridad puede concebirse la racionalidad 
jurídica del artículo 1460 del Código de Comercio, el cual al no prever un recurso ordinario 
contra la resolución dictada en el incidente de nulidad de laudo arbitral, no viola la garantía 
de debido proceso legal contenida en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, ya que éste no dispone que todos los procedimientos deban tener una 
doble instancia, sino que el legislador respete las garantías de los gobernados; además de 
que éstos pueden acudir directamente al juicio de amparo y así evitar mayores dilaciones. 
Amparo en revisión 560/2007. Certificados Integrales Funcionales, S.A. de C.V. 31 de octubre 
de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Miriam Flores Aguilar. 
Época: Novena Época, Registro: 170493, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, Enero de 2008, Materia(s): 
Constitucional, Civil, Tesis: 1a. CCLX/2007, Página: 424. 

Laudo arbitral. El artículo 1460��Código de Comercio, al disponer que la resolución del���
del incidente de nulidad relativo es irrecurrible, no viola la garantía de audiencia. El 
citado artículo, al establecer que la resolución dictada en un incidente de nulidad de laudo 
arbitral no será objeto de recurso alguno, no viola la garantía de audiencia contenida en el 
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la falta de recurso ordinario viole el derecho de acceso a la justicia, por-
que el amparo será el medio de impugnación que satisface ese recurso. 

III. EL ÁRBITRO NO ES AUTORIDAD PARA EFECTO DEL JUICIO 
DE AMPARO 

La autoridad responsable en el amparo contra actos emanados del jui-
cio especial será el juez local o federal que conozca de la acción de ejecu-
ción o de nulidad del laudo, y no el tribunal arbitral que dictó el laudo.

El laudo en sí mismo no es un acto de autoridad, aunque es obli-
gatorio para las partes y respecto de ellos el fondo de la controver-
sia está resuelto con la calidad de cosa juzgada, porque en el juicio
especial de nulidad o de ejecución no se analiza la justicia de lo
resuelto; se requiere de la instrucción judicial para hacer cumplir el
laudo por los mecanismos del Estado, dado que el tribunal carece
de imperium. 

El artículo 5o., fracción II, de la Ley de Amparo define como autori-
dad responsable a la que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto
que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral
y obligatoria; así como los particulares cuando tengan una función de-
terminada por una norma general que les permita realizar actos equi-
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que 
aquel dispositivo legal vincula al juzgador a seguir el procedimiento propio de un incidente, 
previsto en el artículo 360 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria en la materia, con lo cual se respetan las formalidades esenciales del procedimiento, 
aunque con la celeridad del arbitraje. Lo anterior es así, porque el mencionado artículo 360 
ordena dar vista a las partes con la promoción del incidente por el plazo de tres días, y si no 
se presenta prueba ni se estimaren necesarias, se citará para audiencia de alegatos, dentro 
de los tres días siguientes, la cual se celebrará aunque no concurran las partes; además de 
que con posterioridad puede abrirse una dilación probatoria por el término de diez días y 
después se verificará la audiencia, para concluir con el dictado de una resolución dentro de los 
siguientes cinco días; de ahí que las partes que intervienen en el compromiso arbitral se hacen 
sabedoras del inicio del procedimiento que tiene por objeto declarar su nulidad y pueden 
ofrecer pruebas y alegar en su defensa, así como obtener una determinación que dirima la 
cuestión debatida. Amparo en revisión 560/2007. Certificados Integrales Funcionales, S.A. 
de C.V. 31 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: 
Miriam Flores Aguilar. Época: Novena Época, Registro: 170494, Instancia: Primera Sala, Tipo 
de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, Enero de 
2008, Materia(s): Constitucional, Civil, Tesis: 1a. CCLIX/2007, Página: 423. 
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valentes a los de autoridad, esto es, actos que unilateralmente crean,
modifican o extinguen una situación jurídica determinada.

Bajo este aspecto, la calidad de acto de autoridad no depende de que
la persona o ente tenga la facultad de lograr por sí mismo el cumpli-
miento coactivo, sino de la facultad concedida en una norma general
que les permita dictar de manera unilateral y obligatoria un acto que
crea, modifica o extingue situaciones jurídicas o de hecho.

El acto del particular tiene que contener una acción suficiente equipa-
rable a la estatal porque esté investida de imperio, y no debe intervenir
de ningún modo el consentimiento previo de los particulares afectados. 

En cambio, el laudo definitivo es la culminación del procedimiento����
arbitral que tiene su base en un acuerdo de arbitraje creado para resol-
ver un litigio derivado de una relación contractual o extracontractual; 
y las partes tienen intervención o manifiestan su voluntad respecto de����
cómo integrar al tribunal arbitral. 

El tribunal arbitral formal y materialmente desarrolla una función 
jurisdiccional equiparable al de un juez estatal, porque debe aplicar las 
normas que las partes hayan pactado y resolver la controversia confor-
me a las normas sustantivas que las partes hayan elegido, o el derecho 
que determine atendiendo, como se ya ha mencionado, las característi-
cas y conexión del caso. 

Por tanto, el laudo definitivo formal y materialmente se equipara a����
una sentencia del juez estatal, incluso cuando el laudo da forma a una 
transacción, porque resuelve el fondo de un litigio, con base en normas 
sustantivas determinadas por las partes o por las características y cone-
xiones del caso. 

Aunque es un acto jurídico formal que vincula obligatoriamente a 
las partes, el tribunal arbitral carece de imperium para hacerlo cumplir 
de manera coactiva, y es preciso un reconocimiento y ejecución por el 
juez del Estado, que es el Federal o del orden común del lugar en que se 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx          https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv          https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/

DR ©  2016. Anales de Jurisprudencia. 
Revista del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México 

http://www.poderjudicialcdmx.gob.mx/anales/revista-anales_descarga/



Dirección de Anales de Jurisprudencia y Publicaciones

231 Estudios Jurídicos   

 

 
 

 
 
 

 
 
 

  

 

 

  

llevó a cabo el arbitraje, y debe mediar un juicio denominado especial 
sobre transacciones comerciales y arbitraje en el cual ciertamente sola-
mente se podrá denegar la ejecución o decretar la nulidad del laudo en 
los supuestos siguientes: 

1) Si es que se demuestra que una de las partes en el acuerdo de 
arbitraje estaba afectada de alguna incapacidad o que el acuerdo no es 
válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido o en virtud 
de la ley del país en que se haya dictado el laudo.15 

2) Si no tuvo conocimiento de la designación de un árbitro o de 
las actuaciones arbitrales, o no hubiera podido, por cualquier razón, 
hacer valer sus derechos, todo lo cual implica un estado de indefensión 
absoluta.16 

15 Artículo 1457, fracción I, inciso a). 
Nulidad de laudo arbitral por incapacidad de una de las partes o porque el convenio 

sea contrario a la ley (fracción I del inciso a) del artículo 1457�del Código de Comercio). 
El artículo 1457, fracción I, inciso a), del Código de Comercio establece que el laudo arbitral 
sólo puede ser anulado por el Juez competente en los casos previstos expresamente por la 
ley, esto es, cuando la parte que intente la acción pruebe que una de las partes en el acuerdo 
de arbitraje estaba afectada por alguna incapacidad o que el acuerdo no es válido por virtud 
de la ley a la que aquéllos lo someten o si no se indicó nada al respecto, por virtud de la ley 
mexicana. En este caso, la intención de la ley es que el convenio arbitral exprese la voluntad 
de las partes de someter la solución de todas las cuestiones litigiosas o algunas de ellas a 
la decisión de uno o más árbitros y de cumplir la decisión que emitan estos últimos. Así 
se desprende, incluso, de la definición de acuerdo de arbitraje prevista en la fracción I del 
artículo 1416 del Código de Comercio al estimar que debe entenderse como aquel por el 
que las partes deciden someter a arbitraje todas o ciertas controversias que puedan surgir 
entre ellas respecto de una determinada relación contractual o no contractual, el cual puede 
adoptar la fórmula de una cláusula compromisoria o de un acuerdo independiente. La causa 
del acuerdo o cláusula compromisoria radica en la exclusión o apartamiento de la jurisdicción 
ordinaria para someterse a un árbitro o tribunal arbitral. La hipótesis que se analiza se enfoca 
al elemento subjetivo del convenio que radica en la capacidad de las partes para celebrarlo 
y, además, sanciona con la nulidad el acuerdo o cláusula que no es válida de acuerdo con la 
ley a que las partes se sometieron o si nada se indicó al respecto en virtud de la legislación 
mexicana. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 
195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época,
Registro: 162072, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Mayo de 2011, Materia(s): Civil, 
Tesis: I.3o.C.943 C, Página: 1228. 

16 Artículo 1457, fracción I, inciso b). 
Nulidad del laudo arbitral por indebida notificación o estado de indefensión grave 

(fracción I, inciso�b), del artículo 1457�del Código de Comercio). El artículo 1457, fracción I, 
inciso b), del Código de Comercio, sanciona con la nulidad del laudo arbitral cuando una de 
las partes no fue debidamente notificada de la designación de un árbitro o de las actuaciones 
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3) Cuando el laudo se refiere a una controversia no prevista en el����
acuerdo de arbitraje o contiene decisiones que exceden sus términos, 
aunque sí puede haber ejecución parcial salvando aquellas decisiones 
que estén relacionadas con la materia del arbitraje.17 

arbitrales, o no hubiere podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos. Se regulan 
tres supuestos de nulidad en este caso; el primero deriva de que una de las partes no haya sido 
debidamente notificada de la designación de un árbitro, lo cual deriva del especial interés que 
puede provenir para ejercer el derecho a recusarlo y garantizar un tribunal arbitral idóneo, 
imparcial e independiente. Así se desprende de lo previsto en los artículos 1428 y 1429 del 
Código de Comercio, con arreglo a los cuales la persona a quien se comunique su posible 
nombramiento como árbitro deberá revelar todas las circunstancias que puedan dar lugar 
a dudas justificadas acerca de su imparcialidad e independencia, quien podrá ser recusado 
si existen circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto de su imparcialidad e 
independencia o si no posee las cualidades convenidas por las partes. Además, las partes 
pueden acordar el procedimiento para llevar a cabo esa recusación y a falta del mismo, 
quien desee recusar a un árbitro debe enviar un escrito en el que exponga los motivos de 
la recusación al tribunal arbitral dentro de los quince días siguientes a aquel en que tenga 
conocimiento de su constitución o de circunstancias que den lugar a dudas justificadas 
respecto de su imparcialidad e independencia o si no posee las cualidades convenidas por 
las partes. También se regula como causa de nulidad del laudo arbitral que una de las partes 
no haya sido notificada de las actuaciones arbitrales, como reflejo del derecho contenido en el 
artículo 1434 del Código de Comercio, relativo a que debe tratarse a las partes con igualdad 
y darse a cada una de ellas plena oportunidad de hacer valer sus derechos de modo tal que 
pueda ejercer su derecho fundamental de defensa que tutela el artículo 14 de la Constitución 
Federal. El penúltimo y último párrafos del artículo 1440 del Código de Comercio, disponen 
que debe notificarse a las partes con suficiente antelación la celebración de las audiencias y 
las reuniones del tribunal arbitral para examinar mercancías u otros bienes o documentos y, 
además, de todas las declaraciones, documentos probatorios, peritajes o demás información 
que una de las partes suministre al tribunal arbitral se dará traslado a la otra parte. Según 
lo dispone el artículo 1448 in fine del mismo ordenamiento, después de dictado el laudo el 
tribunal arbitral lo notificará a cada una de las partes mediante entrega de una copia firmada 
por los árbitros de conformidad con el primer párrafo del mismo precepto. Esto último es 
relevante porque es a partir de esa notificación que, en términos del artículo 1450 del Código 
de Comercio, dentro de los treinta días siguientes a la notificación del laudo, salvo que se haya 
acordado otro plazo, se podrá pedir al tribunal, corrija el laudo de cualquier error de cálculo, 
de copia, tipográfico o de naturaleza similar; lo cual también podrá hacer el tribunal arbitral 
dentro de los treinta días siguientes a la fecha del laudo sobre un punto o parte concreta del 
mismo, que formará parte del laudo. Finalmente, se regula como hipótesis de nulidad la que 
se refiere a que por cualquier razón una de las partes no pudo ejercer sus derechos, que no 
se encuentra prevista en los casos anteriores pero que, por su especial magnitud, justifica su 
revisión en la vía de nulidad. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Amparo en revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. 
Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. 
Época: Novena Época, Registro: 162067, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de 
Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Mayo de 
2011, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.944 C, Página: 1231. 

17 Artículo 1457, fracción I, inciso c). 
Nulidad de laudo arbitral por incongruencia al exceder la materia de la controversia 

(fracción I, inciso c), del artículo 1457�del Código de Comercio). El artículo 1457, fracción I, 
inciso c), del Código de Comercio dispone que es nulo el laudo arbitral cuando se refiere a 
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4) La composición del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no 
se ajustaron al acuerdo celebrado entre las partes o la ley donde se efec-
tuó el arbitraje; en esta parte, el juez tiene una importante intervención 
a través de jurisdicción voluntaria para la designación y composición 
del tribunal de arbitraje.18 

una controversia no prevista en el acuerdo de arbitraje o se refiere a decisiones que exceden 
los términos de aquél, en el entendido de que si existen algunas que puedan someterse y son 
susceptibles de separación, se pueden anular las que no estén sometidas al arbitraje. En este 
caso se regula un motivo de anulación del laudo por razones de congruencia que atañen al 
propio laudo y no a una circunstancia ajena a él, y con la particularidad de que la materia 
de anulabilidad será únicamente aquella que no esté comprendida dentro de los puntos 
sometidos a su decisión o ha excedido cuestiones litigiosas relativas a materias no disponibles 
para las partes en el arbitraje. Con lo anterior se asegura que no subsista lo que el tribunal 
arbitral resolvió con exceso y además, implica que una parte del laudo puede ser anulado 
cuando se trate de cuestiones con sustantividad propia que no estén indisolublemente unidas 
a la cuestión principal. Lo que se sanciona es la falta de legitimación del tribunal arbitral 
para resolver una cuestión que las partes no desearon o quisieron encomendar a su función, 
es decir, carecen de la aptitud necesaria para emitir el acto jurídico vinculatorio para las 
partes de manera válida. La cuestión de la limitación de los puntos sometidos al tribunal 
arbitral corresponde a las partes en función de lo que deriva de la cláusula arbitral o del 
convenio independiente que sobre el particular celebren, pero sobre cuyo contenido y alcance 
los árbitros tienen suficiente libertad para interpretar racional y lógicamente la cláusula o 
convenio y ajustarlo a la finalidad del arbitraje perseguido por las partes, en observancia 
del principio de conservación de los contratos regulado en el artículo 1853 del Código Civil 
Federal de aplicación supletoria al Código de Comercio, que señala que cualquiera que sea la 
generalidad de los términos de un contrato, no deberán entenderse comprendidos en él cosas 
distintas y casos diferentes sobre los que los interesados se propusieron contratar. Más aún, la 
observancia de dicho principio tiene como finalidad que el arbitraje a que las partes se sujeten 
sea el vehículo de soluciones armónicas y completas para una determinada controversia que 
no podría entenderse satisfecha sino cuando ha sido efectivamente resuelta. Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 195/2010. Maquinaria 
Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López 
Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época, Registro: 162071, 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, mayo de 2011, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.945 C, 
Página: 1229. 

18 Artículo 1457, fracción I, inciso d). 
Nulidad de laudo arbitral por indebida composición del Tribunal Arbitral (fracción 

I, inciso d), del artículo 1457�del Código de Comercio). El artículo 1457, fracción I, inciso 
d), del Código de Comercio, dispone que el laudo arbitral es nulo cuando la composición 
del tribunal o el procedimiento arbitral no se ajustaron al acuerdo, salvo que ese acuerdo 
estuviere en conflicto con una disposición de las que, según el título de mérito, las partes no 
pueden apartarse o a falta de acuerdo, que no se ajustaron a dicho título. La causa de nulidad 
que se regula comprende no sólo la infracción a la libertad de las partes para determinar 
el número de árbitros, sino los requisitos para que se componga el tribunal arbitral. De 
acuerdo con lo anterior, el artículo 1427, fracción I, del Código de Comercio dispone que, 
salvo pacto en contrario, la nacionalidad de una persona no será obstáculo para que actúe 
como árbitro. Para los efectos de composición del tribunal arbitral se garantiza también que 
las partes pueden acordar libremente el procedimiento para el nombramiento de árbitros, y si 
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5) Cuando el laudo todavía no sea obligatorio para las partes o 
hubiese sido suspendido o acumulado por el juez del país en que, o 
conforme a cuyo derecho, hubiere sido dictado el laudo.19 

una de las partes no actúa conforme a lo estipulado en el procedimiento referido, o un tercero, 
incluida una institución (arbitral), no cumple con la función que se le confiere, cualesquiera 
de ellas podrá solicitar al Juez adopte las medidas necesarias, a menos que se prevean otros 
mecanismos para ello. También debe comprenderse como una causa que da lugar a la nulidad 
de mérito cuando, en términos del artículo 1431 del Código de Comercio, un árbitro cese 
en su encargo en virtud de existir una causa fundada de recusación, renuncia, remoción 
por acuerdo de las partes o terminación del mismo por cualquier causa, y no se observe el 
procedimiento pactado para nombrar un sustituto. Lo que garantiza la hipótesis en cuestión 
es que el procedimiento de composición del tribunal arbitral sólo puede realizarse cuando 
no contravenga las disposiciones del título cuarto, libro quinto del Código de Comercio 
y, si no hay acuerdo, que la composición del tribunal se ajuste a lo prevenido en ese texto 
legal. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 
195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. 
Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época, 
Registro: 162070, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, mayo de 2011, Materia(s): Civil, 
Tesis: I.3o.C.946 C, Página: 1230. 

19 Idem. 
Laudo arbitral. Cuando jurídica o materialmente no es posible ejecutarlo, procede la����

vía incidental para exigir el cumplimiento sustituto. El artículo 1461 del Código de 
Comercio dispone que un laudo arbitral, cualquiera que sea el país en que haya sido dictado, 
será reconocido como vinculante y, después de la presentación por escrito al Juez, será 
ejecutado de acuerdo a las reglas del libro quinto (“De los juicios mercantiles”) título cuarto 
(“Del arbitraje comercial”), capítulo IX (“Reconocimiento y ejecución de laudos”). El artículo 
1462 del mismo ordenamiento dispone que la ejecución de un laudo arbitral sólo se denegará 
en los casos previstos en ese precepto, mientras que el diverso numeral 1463 establece que el 
procedimiento de reconocimiento o ejecución de laudo se substanciará incidentalmente en 
términos del artículo 360 del Código Federal de Procedimientos Civiles, cuya resolución no 
será objeto de recurso alguno y limita la materia de estudio por parte del tribunal a cuestiones 
formales, sin analizar cuestiones de fondo del laudo porque tal aspecto se trata de un tema 
confiado por las partes al árbitro, y sólo se exige del órgano judicial, en su caso, su necesario����
complemento para que sea reconocido y ejecutado. La ejecución del laudo tiene diferentes 
modalidades según se trate de la naturaleza del derecho que se pretende realizar que puede 
revestir un carácter positivo o negativo. Si el ejecutado no cumpliere con lo ordenado en la 
sentencia que reconoce y homologa el laudo dentro del plazo señalado por el Juez, deberá 
realizarse en vía de apremio; si se trata de una condena de no hacer, el ejecutante, por la 
naturaleza del derecho, podrá pedir que se repongan las cosas al estado en que se hallaban, 
si ello fuere posible, y a costa del ejecutado y, en su caso, el pago de daños y perjuicios. Lo 
anterior, encuentra fundamento, en primer lugar, por la aplicación supletoria de las reglas 
que se contienen en el Código Civil Federal y, segundo, por la naturaleza y alcance de 
aquellas que regulan el tema relativo al incumplimiento de las obligaciones. No existe una 
disposición en el Código de Comercio que establezca cómo debe procederse en relación con 
la ejecución de un laudo cuando existe imposibilidad jurídica o material para darle 
cumplimiento en sus términos. En este supuesto, corresponde realizar la aplicación analógica 
de las normas contenidas en el Código Civil Federal al que remite el primer ordenamiento 
invocado, y en especial, las que se refieren al incumplimiento de una obligación, porque la����
naturaleza de un fallo que homologa, reconoce y ordena ejecutar un laudo arbitral constituye 
cosa juzgada formal y material que genera un carácter vinculatorio y definitivo tanto para las����
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partes como para el Estado, que debe proveer a su cumplimiento. Entonces, la procedencia 
del incidente de daños y perjuicios ante la imposibilidad de cumplir el fallo que reconoció y 
homologó el laudo, encuentra, por analogía, una cobertura legal en el artículo 2104 del 
Código Civil Federal, de aplicación supletoria al Código de Comercio, que establece que 
quien estuviere obligado a prestar un hecho y dejare de prestarlo o no lo prestare conforme a 
lo convenido, así como el que contravenga una obligación de no hacer pagará daños y 
perjuicios por el solo hecho de la contravención y, motiva que ante cualquier obstáculo que 
dificulte o haga imposible la ejecución del laudo, aun en el caso de falta de responsabilidad����
del deudor ejecutado, pueda reclamarse en la vía incidental, y no en un nuevo juicio, el pago 
citado y el juzgador deba pronunciarse sobre ese aspecto. Debe distinguirse por un lado, 
entre el contenido del fallo que reconoce, homologa y declara procedente la ejecución del 
laudo que se circunscribe a constatar la existencia y firmeza de una decisión emitida por un����
árbitro y que, ante la falta de imperio para ejecutar sus propias resoluciones sólo complementa, 
en vía de ejecución, lo resuelto por el árbitro; y, por otro, la hipótesis en que ante la 
imposibilidad de ejecutar ese laudo nazca el derecho del ejecutante a reclamar el pago de 
daños y perjuicios. Esto es así porque esas situaciones tienen un carácter diverso por tratarse 
de un fallo que sólo tiene el carácter de cosa juzgada en cuanto al pronunciamiento de la 
ejecutividad del laudo, y la segunda atañe a una incidencia que se da a partir de la ejecución 
de aquel cuyo desarrollo y procedencia es cosa juzgada y encuentra un obstáculo físico o 
jurídico insalvable para su realización. Es cierto que la sentencia que reconoce, homologa y 
ejecuta el laudo arbitral, define de modo absoluto qué derecho es el que debe ejecutarse y que����
en principio, la regla general es que en la ejecución sólo puede realizarse ese derecho y no 
uno distinto porque en relación con él fue que las partes contendieron en el juicio respectivo; 
de modo que si es un derecho nuevo su reclamo debe hacerse en un juicio autónomo. Sin 
embargo, cuando la sentencia que reconoció la ejecutabilidad del laudo no pueda realizarse 
por una cuestión jurídica o material que lo impide, corresponde a ese mismo Juez reconocer 
esa circunstancia de imposibilidad y correlativamente que existe un derecho sustantivo que 
pueda ser satisfecho de un modo equivalente, sin necesidad de exigir una vía ordinaria en un 
juicio autónomo; esto es, procede la vía incidental para resolver sobre el cumplimiento 
alternativo pues lo que interesa es que se ejecute el laudo respectivo, en un aspecto de 
sustitución que subyace en todo cumplimiento de carácter positivo, o sea, que por virtud de 
la cosa juzgada formal y material, ya está definida una obligación con su acreedor y deudor,����
solamente que demostrada la causa de imposibilidad para cumplirla, no debe exigirse un 
nuevo juicio para reclamar el pago de daños y perjuicios que proviene de la imposibilidad de 
ejecutar el laudo, porque entre éstos y la imposibilidad para cumplir con la sentencia que 
reconoció el derecho declarado en el laudo, se plantea un nexo causal que constituye un 
elemento de la acción incidental. En esas condiciones, resulta factible que en el mismo juicio 
de reconocimiento y homologación del laudo arbitral, en la vía incidental, pueda analizarse 
el tema de la procedencia del pago de daños y perjuicios, como una acción que tiene su causa 
de pedir en el hecho de que se haya dado la imposibilidad para cumplir con la sentencia que 
reconoció la ejecución del laudo; lo que es acorde no solamente con la finalidad del����
procedimiento en mención, tendiente no sólo a que se le otorgue de imperatividad al laudo, 
sino de que se vele por el acceso efectivo a la tutela judicial que prevé el artículo 17 de la 
Constitución Federal, y no exista traba innecesaria que impida la realización del interés del 
ejecutante, esto es, que ese reconocimiento y homologación en realidad no debe quedar 
incumplido de manera indefinida por no existir los supuestos originales en que se apoyó esa����
determinación, y debe existir la posibilidad de sustituir su forma de cumplimiento ante las 
dificultades presentadas a fin de dar plena eficacia a un laudo que es cosa juzgada y partiendo����
de la petición del ejecutante que vio frustrada su intención original de realizar su derecho tal 
y como se declaró ejecutable a su favor. En ese sentido, el incidente tiene como causa de pedir 
que la obligación original derivada del laudo reconocido y homologado ha sido incumplida 
y que exista imposibilidad física o jurídica para cumplirla, esto es, que será materia del 
incidente la demostración de esos extremos para que se surta la posibilidad de sustituir la 
obligación primigenia por otra, o por el pago de daños y perjuicios, como una condena 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx          https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv          https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/

DR ©  2016. Anales de Jurisprudencia. 
Revista del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México 

http://www.poderjudicialcdmx.gob.mx/anales/revista-anales_descarga/



Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México

236 Estudios Jurídicos      

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

6) Se compruebe que según la legislación mexicana, el objeto de la 
controversia no es susceptible de arbitraje.20 

alternativa que dicte el Juez ejecutor en el incidente respectivo, puesto que el incidente 
guarda relación con los alcances originales de la ejecutoria que reconoció, homologó y mandó 
ejecutar ese laudo, para que éste tenga plena eficacia y se cumpla con lo juzgado, porque ya����
no se trata de un mero acuerdo entre las partes que puede o no ser observado, sino de un acto 
cuya fuerza vinculatoria ha sido reconocida por los tribunales del Estado. Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 117/2008. Enrique 
Autrique Gómez y otra. 19 de mayo de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López����
Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época, Registro: 168881,
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario����
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, septiembre de 2008, Materia(s): Civil, Tesis: 
I.3o.C.703 C, Página: 1309. 

20 Artículo 1457, fracción II. 
Orden público. Su contrariedad es causa de nulidad del laudo arbitral.����

Interpretación histórico-doctrinal. Hay un nexo indisoluble entre el orden público y los 
fines del Estado, incluso como motivo de su justificación y existencia, ya que procura que sea����
la acción política la que defina, realice y garantice cierto orden entre los hombres para que����
realicen los propósitos que se impongan según su naturaleza y condición en el entendido 
de que sólo donde existe paz y orden pueden desplegarse sus potencialidades y permitir 
se cumplan los cometidos del Estado. Entendido como finalidad última, bien común, orden����
de la comunidad u observancia de la función de policía o de las normas vigentes, la idea de 
orden público se asienta sobre la obligación del ciudadano de no perturbar con su actuación 
los fines que persigue la comunidad o la sociedad y de las facultades conferidas a los����
órganos del Estado para velar por su respeto. Es una obligación general de los ciudadanos 
el respeto a ese bien común o general que les permite vivir en el ejercicio de sus libertades o 
derechos el que fundamenta también la actuación del Estado, de modo que a la vez que es 
obligación del ciudadano para que permanezca o se desarrolle, es garantía y justificación del����
propio Estado, porque puede limitar las acciones individuales que vulneren o contraríen ese 
estado de equilibrio o de paz social en que los diversos intereses individuales confluyen. En����
ese aspecto, el orden público es lo externo a la acción y el interés individual, que se expresa 
en la forma en que los ciudadanos realizan sus intereses de modo tangible y material y 
que se encuentra regulado por una norma jurídica. Consecuentemente, se encuentran dos 
concepciones de orden público que son complementarias entre sí en cuanto a que, por un 
lado, se le identifica como un conjunto de reglas escritas y no escritas, de carácter jurídico,����
público o privado, que según una determinada concepción ético moral dominante se asume 
como la condición primigenia y básica para la vida social compuesta por una heterogeneidad 
de intereses individuales que no destruyen una situación de armonía o equilibrio social sino 
que, respetándolo, se realizan según la intención de su autor. Por otro lado, se entiende 
como un conjunto de principios éticos, ideas o concepciones sociales que formarán la cultura 
jurídica de un país, para realizarse por los individuos atendiendo a lo previsto en la norma, 
como la Constitución o la ley, en que se contiene la garantía del respeto a bienes o valores 
necesarios para la existencia de la sociedad en un determinado momento histórico. Por su 
carácter esencial, la noción de orden público, comprende el conjunto de reglas que según 
una determinada visión histórica de la vida social y de las relaciones entre los individuos, 
resulta necesaria para la existencia del Estado y el desarrollo del individuo en equilibrio, 
armonía y paz, lo que atañe a la defensa de las libertades, derechos o bienes fundamentales 
del hombre y de los principios de su organización jurídica para realizarse como miembro de 
una sociedad. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en 
revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad
de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época:
Novena Época, Registro: 162052, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de 
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 Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Mayo de 
2011, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.952 C, Página: 1241. 

Orden público como límite a la autonomía de la voluntad y causa de nulidad del laudo 
arbitral. El artículo 1457, fracción II, del Código de Comercio, señala que es nulo el laudo 
cuando el Juez compruebe que el objeto de la controversia no es susceptible de arbitraje, según 
la ley mexicana. Los supuestos de anulabilidad deben enmarcarse dentro de la pretensión del 
legislador de hacer operativa la institución arbitral y los resultados que se esperan de ella, 
ya sea que se trate de una controversia que no es susceptible de arbitraje o bien que el laudo 
sea contrario al orden público. Se trata de una regulación implícita de que sólo pueden ser 
sometidas al arbitraje las cuestiones que sean de libre disposición para las partes, como reflejo 
del principio proveniente del artículo 1798 del Código Civil Federal, de aplicación supletoria 
al Código de Comercio, relativo a que “Son hábiles para contratar todas las personas no 
exceptuadas por la ley.”, y que en tratándose de la materia de arbitraje, implica que tienen 
la legitimación para disponer del derecho sujeto al arbitraje, como una expresión de su 
capacidad general para emprender negocios jurídicos. Cuando la materia resuelta en el laudo 
correspondiente no es susceptible de arbitraje, lo que en realidad se cuestiona es la licitud del 
objeto del convenio arbitral, porque la materia de ese arbitraje, por vía ejemplificativa, ya haya 
sido decidida en resolución definitiva y firme o se encuentre su materia inseparablemente 
unida a otras sobre las que las partes no tienen poder de disposición y revela que existe una 
falta de competencia objetiva del árbitro. Entonces, la materia de libre disposición susceptible 
de arbitraje debe ser entendida como aquella regulada por el ordenamiento jurídico que puede 
ser sustituida por el poder de la autonomía de la voluntad de las partes porque no tiene un 
carácter imperativo absoluto sino que se autoriza a los particulares a ejercer su libertad para 
hacer u omitir lo que no está prohibido ni mandado. Se reconoce a favor de los particulares el 
poder creador de las normas individualizadas que deben disciplinar su actuación y al arbitraje 
como procedimiento idóneo o mecanismo alternativo por el que pueden solucionar las posibles 
controversias que surjan, siempre y cuando sea lícito y reconocido por el ordenamiento como 
digno de protección. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo 
en revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad 
de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: 
Novena Época, Registro: 162055, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: 
Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, mayo de 2011, 
Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.948 C, Página: 1239. 

Orden público. Es una causa autónoma de nulidad del laudo arbitral. El artículo 
1457, fracción II in fine, del Código de Comercio trata de sancionar con nulidad el laudo 
por contener una violación manifiesta del derecho o de la equidad. Es clara la voluntad del 
legislador federal de considerar esa causa de nulidad como diversa y autónoma de aquellas 
enumeradas en la fracción I del artículo 1457 y la primera parte de la fracción II, de ese mismo 
numeral, de modo que la actualización de las hipótesis previstas en la fracción I referida no 
supone una contravención al orden público como causa de nulidad a que se refiere la fracción 
II, ya que esta última se trata de la sanción última y más enérgica del ordenamiento para 
ajustar la autonomía de la voluntad de los particulares a los principios citados. Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en revisión 195/2010. Maquinaria 
Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López 
Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena Época, Registro: 162054, 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, mayo de 2011, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.954 C, 
Página: 1240. 

Orden público. Principio proarbitraje y reconocimiento de la autonomía de la 
voluntad para ponderar la nulidad del laudo arbitral (interpretación del artículo V, 
punto 2, inciso b), de la Convención Sobre el Reconocimiento y Ejecución de Sentencias 
Arbitrales Extranjeras). La noción de orden público de que trata la institución de nulidad de 
laudo arbitral está determinada en el contexto de la reforma al Código de Comercio que reguló 
aquélla. Con arreglo a lo previsto en el artículo V, punto 2, inciso b), de la Convención sobre el 
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7) Se compruebe que el reconocimiento o la ejecución del laudo son 
contrarios al orden público.21 

Son las dos caras de una misma moneda, y ninguno de esos supuestos comprende 

o permite el análisis sobre la legalidad o justicia de la decisión arbitral en cuanto 

al fondo; sobre las pruebas y su valoración que tenga probada la obligación o su 

pago; sino que solamente se trata de verificar la plena garantía de audiencia y 

cuestiones formales sobre la existencia del acuerdo de arbitraje y la medida de la 
jurisdicción arbitral; así como la tutela del orden público nacional. 

En ese escenario el laudo aunque contiene la decisión del fondo de la controversia 

y es obligatorio para las partes que litigaron, para que pueda ser ejecutado contra 

la voluntad del deudor, es necesaria la intervención del juez estatal, porque el 
tribunal arbitral carece de imperium y por ende no es autoridad para efecto del 
juicio de amparo. 

Por tanto, ni el laudo es acto de autoridad ni el Tribunal Arbitral tiene 
la calidad de autoridad responsable para efectos del juicio de amparo. 

Lo que es materia del juicio de amparo directo es la sentencia dicta-
da en el juicio especial sobre transacciones comerciales y arbitraje, que 
otorga el reconocimiento y ordena la ejecución o bien la sentencia que 

Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras, celebrada en Nueva York, de 
mil novecientos cincuenta y ocho, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el veintidós de 
junio de mil novecientos setenta y uno, se puede denegar el reconocimiento y la ejecución de 
una sentencia arbitral si la autoridad competente del país en que se pide el reconocimiento y 
la ejecución, comprueba que el reconocimiento o la ejecución de la sentencia serían contrarios 
al orden público de ese país, en razón de las leyes y convenios y tratados celebrados por 
el Estado Mexicano. La noción de orden público tiene como marco de referencia, nacional 
e internacional, la institución de arbitraje a la que no puede frustrar, alterar u obstaculizar 
en su misión y exige una precisión en cuanto a su definición, alcance y contenido, porque 
sólo de esa manera puede establecerse en qué casos y bajo qué condiciones resulta pertinente 
su aplicación. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo en 
revisión 195/2010. Maquinaria Igsa, S.A. de C.V. y otra. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de 
votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: José Luis Evaristo Villegas. Época: Novena 
Época, Registro: 162053, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, mayo de 2011, Materia(s): 
Civil, Tesis: I.3o.C.953 C, Página: 1241. 

21 Idem. 
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declara la nulidad del laudo arbitral,22 y no se analiza la justicia o legali-
dad de lo sentenciado; generalmente será materia de análisis a través de 
los conceptos de violación, las consideraciones relativas a los supuestos 
de nulidad o para negar la ejecución de lo sentenciado. 

Sobre este tema, en sesión de dieciséis de abril de este año, el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil en un asunto donde se reclamó 
directamente un laudo dictado por un tribunal arbitral, confirmó el 
desechamiento de la demanda de amparo, porque los magistrados que 
lo integramos consideramos que el laudo no es acto de autoridad y de 
manera implícita quedó establecido que el tribunal arbitral no es auto-
ridad para efectos del amparo.23 

22 Arbitraje comercial. Nulidad, reconocimiento y ejecución son procedimientos����
judiciales relacionados con los laudos arbitrales (interpretación de los artículos 1422, 1457�a 
1462�del Código de Comercio). Una vez dictados, los laudos arbitrales podrán ser objeto de estudio 
por la autoridad judicial cuando se promuevan los procedimientos de nulidad (artículos 1422 y 
1457 a 1460), reconocimiento y ejecución (artículos 1460 a 1462). La nulidad es una vía de naturaleza 
procesal interdictal especial (la ley la denomina “incidental”) que se sustancia a petición de parte 
ante la potestad judicial y tiene por objeto anular el laudo cuando se presente algún motivo para ello, 
y de resultar procedente, el fallo arbitral quedará sin efectos a partir de la fecha que así lo declare el 
juez competente (común o federal, a elección del actor y por efectos de la jurisdicción concurrente) 
aunque dicho laudo también puede quedar parcialmente nulificado y, en consecuencia, sujeto����
a los términos de la resolución de nulidad que dicte el juez que conozca del procedimiento. El 
reconocimiento de laudo arbitral es el acto formal realizado por la autoridad judicial que lo 
declara como final y obligatorio sobre los puntos controvertidos entre las partes, el efecto de este����
procedimiento jurisdiccional es el de darle efectos jurídicos a los resolutivos de un laudo, aunque 
ello no involucre su ejecución activa, concepto que deriva de la noción de que existen diferencias 
entre el reconocimiento del laudo y su ejecución, es decir, un laudo puede ser reconocido sin ser 
ejecutado, pues éste puede ser aportado a un juicio como prueba de que una controversia sobre la 
que versa ya representa cosa juzgada (res judicata) y, por ende, no sería necesario volver a litigar 
el asunto; así como también puede ser reconocido para aportarse como prueba y fundamento de 
la compensación. Por último, la ejecución de un laudo es el medio para que se materialicen los 
efectos de lo resuelto, incluso coactivamente y aun contra la voluntad de las partes comprometidas 
a cumplirlo; constituye el mecanismo por virtud del cual mediante la intervención judicial y con 
la posible utilización de la fuerza pública se conmina a materializar y consumar hasta sus últimas 
consecuencias los efectos del fallo arbitral. Además, el conocimiento de esta vía corresponde al 
juez del orden común o federal con jurisdicción territorial en el domicilio del demandado o, en 
su defecto, en el de ubicación de los bienes que serán objeto de la ejecución. Amparo en revisión 
131/2009. Talent Agency Unlimited, S.A. de C.V. 27 de mayo de 2009. Cinco votos. Ponente: Olga
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Emmanuel G. Rosales Guerrero. Época: Novena
Época, Registro: 166508, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de����
la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Septiembre de 2009, Materia(s): Civil, Tesis: 1a. CLXXIII/2009, 
Página: 430. 

23 Queja Civil 17/2015, 16 de abril de 2015, Unanimidad de votos, Ponente: secretario en 
funciones de magistrado: Adolfo Almazán Lara, Secretario: María Estela España García. 
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